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Conflictos sociales y desarrollo: el caso peruano 
María Kathia Cárdenas 
1 Introducción 
En el 2008 los conflictos sociales en el Perú se incrementaron vertiginosamente, sumando 197 
conflictos (entre activos y latentes) solo en el mes de diciembre. La importancia de este tema 
ha sido plasmada especialmente en estudios de conflictos en entornos mineros, y con justa 
razón, ya que este tipo de conflictos constituye cerca de la mitad de los reportados por la 
Defensoría del Pueblo1.  
La literatura internacional sobre conflictos sociales ha crecido significativamente en los últimos 
años, a pesar de ello, el tema de desarrollo y su relación con los conflictos sociales ha sido 
escasamente contemplado o ha sido abordado empleando variables de crecimiento económico, 
entre otras variables agregadas. Sin embargo, existe una teoría, propuesta por Amartya Sen 
(1999), que enfoca el desarrollo desde una visión holística centrada en el hombre y las 
libertades humanas: la teoría de desarrollo humano.  
En este contexto, el objetivo central de esta investigación es brindar una primera aproximación 
empírica sobre la relación entre indicadores de desarrollo humano a nivel provincial y el nivel 
de conflictividad, según los conflictos reportados por la Defensoría del Pueblo para el año 2008.  
Como objetivo secundario, se encuentra la identificación de otros factores que explican una 
mayor conflictividad a nivel provincial, entre ellos, el monto del canon ejecutado en las 
provincias. Este objetivo nace a partir del contexto económico de los últimos años, en el cual se 
ha apreciado un incremento extraordinario en el precio de los metales, lo cual ha ocasionado 
una mayor transferencia de recursos a las regiones y localidades donde se explota los recursos 
mineros con el fin de llevar a cabo proyectos de desarrollo. 
De esta manera, la presente investigación busca verificar estadísticamente si existe una 
relación entre menor desarrollo humano y mayor conflictividad social, asimismo, se pretende 
verificar si es que un mayor monto ejecutado del canon transferido a las provincias contribuye a 
que exista una menor conflictividad.  
El diseño metodológico contempla un análisis explicativo de los conflictos para lo cual se ha 
elaborado una base de datos de conflictos a nivel provincial -a partir de los reportes mensuales 
                                                
 
1 Los conflictos reportados son de diversa  socioambientales (en esta categoría priman los conflictos vinculados a la 
minería), laborales, con autoridades, por delimitación territorial, comunales, entre otros. 
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de la Defensoría del Pueblo del año 2008- con el fin de construir un indicador de conflictividad. 
Asimismo, se ha empleado información socio-económica de las provincias tomada del último 
Censo Nacional de Vivienda y Población 2007, entre otras fuentes de información que son 
mencionadas en la sección metodológica. 
 
2 Marco conceptual 
La teoría existente sobre conflictos resalta los factores económicos relacionados al crecimiento 
de la producción o los ingresos como algunas de sus posibles causas. A pesar de que el 
crecimiento económico (medido a través del incremento del PBI) suele emplearse como medida 
de desarrollo de un país, éste no es el único modo de medirlo. El enfoque de desarrollo 
humano es un marco de referencia sobre desarrollo más complejo e integral, que involucra 
aspectos sociales, económicos, y políticos –entre otros- pero que no ha sido tomado en cuenta 
en los estudios de conflictividad.  Por otro lado, los estudios aplicados al caso peruano, resaltan 
la importancia de los conflictos mineros. 
A continuación se presenta una revisión de la literatura internacional sobre las teorías sobre 
conflictos, la teoría sobre desarrollo humano, la revisión de la literatura sobre conflictos para el 
caso peruano y una explicación sobre el canon. 
2.1 Teoría sobre conflictos y desarrollo 
2.1.1 Conceptos generales sobre conflictos sociales 
La Defensoría del Pueblo (DP) define “conflicto social” como “un proceso complejo en el cual 
sectores de la sociedad, el Estado y las empresas perciben que sus objetivos, intereses, 
valores o necesidades son contradictorios y esa contradicción puede derivar en violencia”2. 
Según Caballero y Cabrera (2008: 102), se puede decir que el conflicto es “social” al tratarse de 
una demanda que “trasciende el interés individual e implica el compromiso de una determinada 
colectividad”, así como por confrontaciones “por la representación política o por el liderazgo, y 
el control de los gobiernos locales”. 
En el Perú, los conflictos pueden encontrarse en dos estados: activos y latentes. El conflicto 
activo, según la DP se expresa mediante reclamaciones públicas formales o informales, 
                                                
 
2 Obtenido del portal web de la Defensoría del Pueblo. Disponible en: http://www.defensoria.gob.pe/conflictos-
sociales/glosario.php 
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mientras que el conflicto latente es un conflicto oculto o inactivo. Sin embargo, en este último 
estado, permanecen los factores que conllevan a la expresión del reclamo público, es por ello, 
que se puede decir que el conflicto está “dormido”, pero no extinto.  
Una manera más general de definir “conflicto social” es entendiéndolo como el enfrentamiento 
de “dos visiones de la sociedad y de las relaciones sociales, unas frente a otras” (Huároc et al., 
2006: 28). Asimismo, los autores señalan que visto como un proceso, el conflicto nace, crece y 
puede terminar en una crisis o permanecer en estado latente. 
Finalmente, otra definición posible es la de Anderton (2003: 216), quien define el conflicto como 
el empleo de recursos con fines de apropiación o para defenderse contra ella. Señala también 
que en términos generales el conflicto puede involucrar cualquiera de los siguientes casos: 
crimen, corrupción, litigación, huelga, rent-seeking, así como guerras internas y externas. 
2.1.2 Causas económicas de los conflictos 
Las investigaciones que abordan las causas económicas han cobrado mayor importancia en la 
última década (entre ellas destacan Humphreys, 2003; Collier y Hoeffler, 2004; Collier, 2000). 
Asimismo, la mayoría de estudios consideran como variable de conflictos las guerras civiles y 
los conflictos entre países -es decir, conflictos a gran escala. A nivel interno se considera 
variables de criminalidad como aproximación al conflicto. Por otro lado, una de las principales 
causas económicas analizadas por diversos autores es el crecimiento económico o niveles de 
ingresos de un país, el cual algunas veces es tomado como aproximación de pobreza o 
desarrollo. 
Existen estudios que relacionan los conflictos con la pobreza como el de Blomberg et al. 
(2006). En este estudio, los autores emplean como proxy de pobreza una variable de 
crecimiento económico (PBI real per cápita) para 152 países, y demuestran que un menor 
crecimiento conlleva a incrementar la probabilidad de ocurrencia de conflictos (se define 
conflicto interno como golpes de estado, y los externos como crisis política externa). Uno de los 
resultados principales de este estudio indica que en países con situación de pobreza se da un 
fuerte nexo “pobreza-conflicto”, es decir, que la aparición de conflictos puede acentuar la débil 
situación económica del país. Collier (2000: 7) también defiende la idea de que es más 
probable que los conflictos ocurran en países con altas tasas de crecimiento poblacional, y 
añade, que aquellos países con peores condiciones económicas –medido por la tasa de 
crecimiento del PBI per cápita- son también más proclives a conflictos.  
Existen algunas explicaciones tentativas ante el hallazgo de la relación entre sociedades 
pobres y conflictos. Collier, Hoeffler y Söderbom (2004) señalan que en sociedades con bajos 
niveles de ingresos los costos relativos de ocurrencia de un conflicto son menores, asimismo, 
las ganancias esperadas al finalizar el conflicto son relativamente menores que en sociedades 
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de altos ingresos. Mientras que Anderton (2003) explica que las sociedades más ricas se 
encuentran en mejores condiciones para proteger sus activos, por lo cual la violencia resulta 
ser una actividad menos atractiva.  
Anderton (2003) menciona además que existen factores económicos que predisponen la 
aparición de conflictos en determinadas sociedades. Uno de los principales factores es la 
pobreza, especialmente en el caso de los conflictos vistos como guerras internas. Asimismo, 
otros factores asociados a un mayor número de conflictos son: densidad poblacional, 
crecimiento económico desproporcionado y la desigualdad.  
Con relación a los estudios sobre desigualdad y conflictos, Boix (2004) halló una relación 
positiva entre la desigualdad de ingresos y la generación de conflictos de diversos tipos 
(guerras civiles, evoluciones, asesinatos políticos y disturbios). Collier y Hoeffler (1998) también 
coinciden en que los conflictos se relacionan con las oportunidades para generar ingresos. 
Stewart (2002), empleando metodologías cualitativas, también respalda que las diferencias 
entre grupos en temas de oportunidades políticas, económicas, de acceso a empleo e ingresos 
condicionan una mayor aparición de conflictos. Mientras que Nafziger y Auvinen (2002)  
relacionan un bajo nivel de ingresos per cápita (y un bajo crecimiento del mismo), así como una 
estancada producción agrícola como factores explicativos de los conflictos. 
Entre otros factores económicos, Collier y Hoeffler (2006) hallan que los países que dependen 
de sus exportaciones primarias como agricultura u otros recursos naturales, son propensos a la 
aparición de conflictos civiles (ver también Collier, 2000). Asimismo, Humphreys (2003: 5) 
explica la relación entre recursos naturales y conflictos mediante diferentes vías: i) los recursos 
naturales podrían permitir financiar rebeliones originadas por otros motivos, ii) como parte del 
proceso de desarrollo el país podría estar atravesando por una marcada desigualdad, iii) los 
países que dependen más de los recursos naturales que de la recaudación tributaria tienen 
menores incentivos para crear instituciones fuertes, iv) cambios positivos en precios de los 
recursos naturales podrían deteriorar el sector manufactura (efecto denominado “Enfermedad 
holandesa”), v) economías dependientes son más vulnerables a shocks en términos de 
intercambio.  
Entre otros hallazgos, una explicación económica de los conflictos, es dada por Anderton 
(2003), quien concibe el conflicto como una situación en la que los agentes asignan recursos 
tanto para defender sus activos como para buscar apropiarse de los activos ajenos. Asimismo, 
reconoce que los conflictos son fenómenos económicos con implicancias en otras variables 
económicas. Otro marco de análisis económico de los conflictos es posible de realizar 
empleando teoría de juegos (Sandler, 2000: 723). Este marco de análisis ha sido desarrollado 
por autores como Hirschleifer (1989) –quien para un modelo de un periodo trata el conflicto 
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como una actividad racional-, Brito y Intriligator (1985), Grossman y Kim (1995), Skaperdas y 
Syropoulos (1996), así como Garfinkel y Skaperdas (2000).  
Sandler (2000) también menciona que llama la atención que finalmente y después de mucho 
tiempo, haya surgido interés en diferentes autores en explorar temas relacionados al conflicto, 
asignación de recursos naturales y distribución del ingreso.  
Dada la revisión de estudios realizada, son pocos los estudios existentes que han puesto como 
centro de análisis de los conflictos el desarrollo. Más aún, el desarrollo suele ser enfocado 
mediante variables de crecimiento económico. 
Por otro lado, otras causas de los conflictos identificadas por autores como Collier y Hoeffler 
(2001)  son: la dependencia a la exportación de recursos primarios, dispersión geográfica, 
historia de conflictividad, escasas oportunidades económicas, la desigualdad, la falta de 
derechos democráticos, entre otros. Skaperdas (2008: 4) resalta la importancia de la distancia 
geográfica, impuesta por las dificultades de acceso por el tipo de terreno o por la infraestructura 
de transportes existente, como factor que permite una reducción del control del Estado, y por 
ende, facilita la aparición de conflictos. 
Asimismo, Collier y Hoeffler (2004) hallan evidencia que un alto grado de etnicidad y diversidad 
religiosa hacen que un país sea menos proclive al conflicto. Sin embargo, si existe un grupo 
dominante el riesgo de ocurrencia de una guerra civil se incrementa. 
2.1.3 El desarrollo humano 
Muchos autores entienden el desarrollo como el crecimiento sostenido del PBI per cápita, es 
decir, como crecimiento económico. Asimismo, el desarrollo también suele ser vinculado con el 
progreso. Entre otras posibles definiciones existentes, la subjetividad que envuelve al término 
“desarrollo” ha sido remarcada por Dudley Seers (1967). Este autor introduce la importancia de 
variables como pobreza, empleo y desigualdad como elementos necesarios para el desarrollo.  
Es Amartya Sen quien desarrolla el concepto de “capacidades humanas” y argumenta que 
estas son expresiones de libertad. Asimismo, enfatiza la libertad como objetivo del desarrollo y 
la diferencia en cinco categorías (Uribe, 2008: 206): a) libertad política (libertad de elegir 
gobernantes, libertad de expresión), b) libertad de acceso a los servicios sociales (alimentación, 
acceso a educación y servicios sanitarios de calidad), c) libertad de acceso a los servicios 
económicos (oportunidades de participar en el comercio y la producción, acceso al crédito), d) 
garantías de transparencia, e) acceso a la red de protección social. Así, Sen postula la 
concepción del desarrollo mediante la reducción de las privaciones: “El desarrollo tiene que 
ocuparse más de mejorar la vida que llevamos y las libertades que disfrutamos” (Sen, 1999:31)  
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Tomando como base la teoría propuesta por Sen, el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo introduce al inicio de la década de los noventa el Índice de Desarrollo Humano (IDH) 
como un indicador de desarrollo de las naciones, que toma en cuenta a las personas como 
centro del análisis, al considerar la esperanza de vida, el nivel educativo y los recursos 
monetarios para lograr un nivel de vida decente, como factores preponderantes. Una figura 
importante detrás de este reto metodológico fue Mahbub ul Haq, quien con el apoyo de 
Amartya Sen, Meghnad Desai y Sudhir Anand  lograron la construcción del índice mencionado. 
Más aún, ul Haq postulaba que el principal objetivo del desarrollo consiste en generar un 
ambiente en el cual las personas puedan disfrutar de una vida larga, saludable y creativa (ul 
Haq, 1992). 
Basándose en los postulados de Sen, en el primer Reporte de Desarrollo Humano (PNUD, 
1990: 10-11) se señala que el desarrollo humano se puede apreciar como proceso de 
ampliación de las “capacidades humanas” y como el nivel de bienestar alcanzado. Asimismo, 
se señala que dentro de lo que implica el desarrollo humano debe distinguirse entre la 
formación de capacidades (mejoras en salud, conocimiento y habilidades) del uso que las 
personas realizan de sus capacidades. 
Con el paso de los años no han faltado las críticas a la construcción del IDH por la simplicidad 
de su construcción, que no permite recoger las complejas relaciones del desarrollo. Por 
ejemplo, el IDH no recoge el concepto de libertad política. En conclusión, se critica el hecho de 
que el indicador más representativo sobre desarrollo a nivel mundial brinde un mensaje 
enfocado tan solo en la mejora en la educación, alfabetismo, sobrevivencia e incremento en los 
ingresos como medidas para alcanzar el desarrollo humano (Fukuda-Parr, 2003).  
Para fines de esta investigación, se entiende el desarrollo bajo el enfoque de libertades 
humanas propuesto por Amartya Sen e instrumentalizado por Mahbub ul Haq, es decir, aquel 
que reconoce el desarrollo humano como el proceso que permite a las personas gozar de una 
vida saludable, de educación, entre otros estándares adecuados de vida y demás libertades 
(libertad política, garantía de derechos humanos, etc). 
2.2 Estudios sobre conflictos aplicados a Perú 
Las investigaciones sobre conflictos sociales han aumentado particularmente en los últimos 
años por la mayor relevancia del tema en la coyuntura peruana. Sin embargo, a pesar de que 
se ha contribuido ampliamente a comprender mejor el tema, la mayoría de investigaciones 
presentan estudios de caso para una realidad determinada. Asimismo, la mayoría de estudios 
se han enfocado en los conflictos sociales en zonas mineras y relacionados al acceso a los 
recursos naturales. De esta manera, prima la ausencia de estudios que den una mirada global 
al tema de conflictos sociales, y que sitúe los problemas vinculados al menor desarrollo local 
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como posibles ejes de la generación de conflictos. Asimismo, la revisión de los estudios brinda 
indicios del descontento en las poblaciones por la incapacidad de la gestión pública en 
trasladar los beneficios de la extracción de los recursos naturales hacia toda la población a 
través de la ejecución de proyectos de inversión pública con las transferencias de canon, 
especialmente, el minero.  
El ensayo de Glave y Kuramoto (2007) concluye que parte del descontento de las poblaciones 
locales se debe a que la minería moderna es poco intensiva en mano de obra no calificada, y 
los ingresos que provienen del canon favorecen más a los distritos menos pobres. Asimismo, el 
canon resulta insuficiente para elevar el bienestar y generar desarrollo en los distritos que lo 
reciben. Gouley (2005) añade que se da un desencuentro de expectativas de empleo. Arellano 
(2008)3 concluye de manera preliminar que existe una relación entre bonanza minera, así como 
las mayores transferencias de canon, con una mayor conflictividad regional. 
Ríos y Armas (2006) emplean metodologías participativas en un estudio realizado en el distrito 
de Checras (en la provincia de Huaura), y concluyen que la actividad minera viene generando 
una serie de efectos negativos sobre las actividades productivas, la salud y el ambiente de la 
población, la cual no cuenta con mecanismos adecuados de participación para la resolución de 
estos conflictos. Asimismo, señalan que existen barreras que separan a los actores 
involucrados, como por ejemplo: la desconfianza, el descontento social, la pérdida de 
credibilidad en las empresas mineras e instituciones del Estado. 
Por su parte, Zegarra et al. (2006: 35) encuentran que en las zonas urbanas de la sierra existe 
un conjunto de “condiciones” para la “existencia de conflictos asociados a la minería, toda vez 
que genera impactos diferenciados y asimétricos al interior de esta población.”  
Tanaka et al (2007: 307) abordan como pregunta fundamental “¿qué factores son 
determinantes en la gestación y la evolución de los conflictos mineros?”. Hallan como causas 
"estructurales": el medio ambiente y las diferentes percepciones del riesgo; la competencia por 
los recursos naturales como sustento económico; la distribución de los beneficios económicos; 
y la defensa de la autonomía comunal. Finalmente, se concluye también que ni el canon ni las 
regalías han logrado cumplir con las expectativas de la población, en parte, debido a las 
deficiencias en su aplicación.  Gouley (2005) también coincide en que en un contexto minero 
existe un desencuentro entre lo andino y la modernidad. 
                                                
 
3 Arellano se encuentra desarrollando un estudio sobre la relación entre transferencias de canon minero a las 
regiones y conflictos sociales. Como se verá en la sección metodológica, se ha replicado en gran medida el índice de 
conflictividad que él emplea. 
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Por su parte, Bebbington (2007) reúne una variedad de estudios desde un enfoque 
etnohistórico en los que se demuestra la importancia “de entender las articulaciones entre 
resistencia social, minería y desarrollo local en su debido contexto sociohistórico” (Bebbington, 
2007: 16). Finalmente, el autor menciona la importancia de diseñar una agenda que considere 
“un diseño cuidadoso de regalías y de impuestos que, junto con mecanismos adecuados de 
transferencia, asegure que el ingreso generado se traduzca en recursos frescos para financiar 
estrategias de desarrollo regional (…)” (Bebbington, 2007: 305). 
Finalmente,  es importante mencionar el informe realizado por la Defensoría del Pueblo (2007), 
en el cual se reconoce diversidad de las causas detrás de los conflictos sociales, que van 
desde las expectativas de la población ante el potencial efecto de las industrias extractivas, la 
falta de confianza, el conocimiento de impactos negativos en otras zonas, debilitamiento de la 
capacidad de las autoridades locales y regionales en la prevención de conflictos, entre otros. 
A partir de la revisión de la literatura nacional e internacional, se plantea la importancia de 
verificar estadísticamente si existe una relación entre menor desarrollo humano y mayor 
conflictividad social.  
2.3 El canon 
El canon puede ser visto desde el punto de vista de los gobiernos subnacionales que se 
benefician de su transferencia (locales y regionales) y desde el punto de vista del Estado. 
Según Boza (2006:17), para los primeros, el canon “es un derecho constitucional que les 
permite participar de un porcentaje de los ingresos y rentas captados por el Estado por la 
explotación de recursos en su jurisdicción”, mientras que para el segundo, el canon es un tipo 
de distribución de los ingresos fiscales  por la explotación de los recursos naturales. 
Desde el punto de vista normativo, el art. 1 de la Ley de Canon (Ley N° 27506) define el canon 
como “la participación efectiva y adecuada de la que gozan los gobiernos regionales y locales 
del total de los ingresos y rentas obtenidos por el Estado por la explotación económica de los 
recursos naturales”. Esta explotación de recursos se da en diferentes actividades,  como las 
hidrocarburíferas (gas y petróleo), hidroenergéticas, forestales, pesqueras y mineras. Para las 
diferentes actividades extractivas, las bases de cálculo establecidas varían. Sin embargo, 
según Barrantes (2002: 136), se debería esperar contar con una base de cálculo similar “en la 
medida que el canon es una herramienta distributiva”. 
El canon permite financiar proyectos que incrementan el acervo de capital de las localidades. 
Así, según el art. 4 de la Ley 28077 (26.09.2003), los recursos del canon tienen como destino el 
financiamiento o co-financiamiento de proyectos y obras de infraestructura de impacto regional 
y local, es decir, las transferencias de canon permiten financiar proyectos que conduzcan a un 
mayor desarrollo de la población local.  
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Las transferencias por canon, al depender del Impuesto a la Renta que pagan las empresas 
extractivas, fluctúan en función al desempeño obtenido por la misma. De este modo, según el 
siguiente gráfico, durante el periodo 2000-2006, las transferencias de canon siguieron una 
tendencia exponencialmente creciente (ver gráfico), influenciada por el incremento en los 
precios de los metales. 
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Canon Minero Canon Hidroenergético
Canon y Sobrecanon Petrolero Canon Pesquero
Canon Gasífero Canon Forestal
 
Fuente: SIAF-MEF. Disponible en: http://transparencia-
economica.mef.gob.pe/transferencia/default.asp  
Elaboración: propia. 
El incremento extraordinario en el precio de los metales ha ocasionado una mayor transferencia 
de recursos a las regiones y localidades donde se explota los recursos mineros. Si las 
poblaciones aledañas se sienten afectadas por la actividad minera (porque contaminan su 
entorno), estas estarán más propensas a cometer algún acto que se manifieste en conflicto 
social (paros, marchas, bloqueos de caminos). Sin embargo, aún si la empresa posee una 
política socioambientalmente responsable, es posible que la población siga protestando si se 
percibe que la empresa extrae el valor de la riqueza de su tierra y a cambio no son 
compensados de manera justa, cuando en realidad la autoridad política (municipalidad o 
gobierno regional) recibe un monto de transferencias que debe ser invertido en obras públicas 
en beneficio de toda la población. Si la autoridad política cumple su rol de distribuir los 
beneficios a toda la población a través de la ejecución de los recursos públicos, entonces, en 
teoría, la población debería tener una conducta menos conflictiva. En los últimos años, dado el 
incremento del canon minero, existe una percepción generalizada de la baja ejecución de 
dichas transferencias, debido a deficiencias en la capacidad de gestión pública de los recursos. 
Es así, que como hipótesis secundaria del estudio se busca verificar empíricamente dicha 
posición, es decir, que una mayor ejecución de recursos que provienen del canon contribuye a 
una menor conflictividad. 
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3 Panorama de los conflictos sociales en el Perú 
La Defensoría del Pueblo cuenta con reportes mensuales en los que presenta, desde el año 
2004, los conflictos sociales registrados en sus diferentes sedes del país. Según la información 
de estos reportes, en el año 2007 los conflictos activos comenzaron a crecer en detrimento de 
los latentes. Asimismo, en agregado, la suma de conflictos se incrementó vertiginosamente 
mes a mes, alcanzando los mayores números de casos (entre conflictos activos y latentes) en 
el último trimestre del 2008. De hecho, ese año culmina con 197 conflictos activos, de los 
cuales 134 son activos (ver gráfico 2). 
Gráfico 2: Evolución del número de conflictos sociales registrados en el mes según estado, 





















































Fuente: Defensoría del Pueblo  
Elaboración: propia. 
 
Al realizar el análisis de los conflictos según las regiones donde estos se presentaron (ver 
gráfico 3) se obtiene que en casi todas las regiones los conflictos registrados en diciembre de 
2008 superaron los conflictos presentados el año previo en el mismo mes. Las regiones con 
mayor número de casos de conflictos sociales son Cajamarca (18), Lima (18), Ayacucho (17), 
Puno (16) y Cusco (13).  
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Dic-2006 Dic-2007 Dic-2008  
Nota: Lima incluye la provincia de Callao. No se incluyen los conflictos de escala nacional. 
Tumbes no registró conflictos. Los conflictos en los que participan más de una región fueron 
considerados en cada una de las regiones involucradas. 
Fuente: Defensoría del Pueblo  
Elaboración: propia. 
Además del mayor número de conflictos, entre el año 2006 e inicios del 2007 se dio un cambio 
en el tipo de conflicto predominante. Mientras que en el año 2006 predominaban los conflictos 
por asuntos de autoridad local, desde marzo de 2007 comenzaron a cobrar mayor importancia 
relativa los socioambientales. 
 
4 Metodología  
Determinar la relación entre desarrollo y conflictividad constituye un reto metodológico, 
especialmente por la dificultad en la medición de ambos conceptos. Por tal razón, es necesario 
precisar primero cómo son entendidas ambas variables y cuál será la aproximación cuantitativa 
de ellas.  
Como se presentó en el marco teórico, el desarrollo puede ser definido desde diferentes 
dimensiones, una de las más conocidas y usadas en la literatura económica es la del 
crecimiento sostenido del ingreso nacional. Sin embargo, una propuesta más integral y 
centrada en el individuo es el enfoque de libertades desarrollado por Amartya Sen el cual se 
emplea en esta investigación. De este modo, se utilizan las siguientes variables como 
aproximaciones a los diferentes tipos de libertad que postula Sen: analfabetismo, 
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aseguramiento en salud, esperanza de vida, condiciones de vida (servicios básicos), ocupación 
en actividades de comercio, pobreza, así como factores relacionados a las libertades políticas y 
garantías a las libertades civiles. Para estos dos últimos grupos, se emplea la tenencia de DNI 
(Documento Nacional de Identidad)4 y de partida de nacimiento.  
Por su parte, los conflictos sociales se entienden en el marco establecido por la Defensoría del 
Pueblo (DP), es decir, como un proceso complejo que se da entre diferentes sectores ante 
discrepancia por diferencia de intereses, valores o necesidades y que puede desencadenar en 
actos de violencia. En ese sentido, se toma en cuenta los conflictos sociales registrados por la 
DP en sus informes mensuales.   
Luego de aclarar estas definiciones, a continuación se procede a explicar los componentes 
metodológicos de esta investigación, entre ellos: la elaboración de la base de datos de 
conflictos sociales para construir un “índice de conflictividad” (IC), el cálculo del IC, y la 
estimación del IC a través de la especificación de un modelo econométrico que considera entre 
sus variables explicativas aquellas relacionadas al concepto de desarrollo que fue explicado 
anteriormente. 
4.1 Base de datos de conflictos sociales en las provincias 
Desde el año 2004, la Defensoría del Pueblo publica reportes en los que se registran los 
conflictos sociales que se presentan en diferentes partes del país5. Inicialmente, se brindaba 
información muy general sobre el conflicto (como región, motivo, población, fecha), pero con el 
transcurso de los meses se fue mejorando la presentación de la información en los reportes. En 
la actualidad, se tiene una reseña concisa sobre el caso de cada conflicto activo6 e información 
más específica sobre los mismos, como: tipo de conflicto, ubicación, actores involucrados y 
fase de diálogo.  
A partir de la revisión de los reportes del periodo de enero a diciembre de 2008, se elaboró una 
base de datos a nivel provincial, en la cual se considera el número de conflictos vigentes en 
cada mes –según tipo y estado (activo o latente) por cada provincia. Cabe señalar, que no se 
ha considerado los conflictos que afectan a toda una región o a todo el país (por ejemplo, el 
                                                
 
4 En personas mayores de edad (de 18 años a más). 
5 Para ello la DP cuenta con oficinas regionales y agencias. 
6 Así como de algunos casos específicos, como de los conflictos que cambian de estado (de activo a latente) o que 
son resueltos. Sin embargo, no se presenta una reseña de los conflictos latentes. Esta sí se presentó hasta marzo de 
2008, cuando los conflictos no eran tan numerosos. 
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caso de los gremios de trabajadores), ya que no se cuenta con información diferenciada para 
cada provincia. 
4.2 Construcción del “índice de conflictividad” 
La construcción del “índice de conflictividad” se basó en Arellano (2008)7, así, los pasos a 
seguir fueron: 1) tabulación del número de conflictos por mes según estado del conflicto (activo 
o latente) y provincia; 2) elaboración del índice anual de conflictividad, el cual se define como la 
suma ponderada de los conflictos a nivel regional, donde los conflictos activos son 
multiplicados por un factor igual a 3, y los latentes por 1. De este modo, el índice considera un 
horizonte temporal –al sumar los conflictos reportados mes a mes durante un periodo- , y la 
intensidad del conflicto –al ponderar por el estado activo o latente del mismo. 
A diferencia de lo realizado por Arellano, la construcción del IC para esta investigación se 
realizó a nivel provincial (para las 195 provincias de Perú) y para el periodo comprendido entre 
enero y diciembre de 2008. Además, sólo se replicó los tres primeros pasos seguidos por el 
















En ese sentido, el valor del IC podrá tener valores nulos (cuando la provincia no haya reportado 
ningún conflicto durante el año) o positivos. Un mayor IC significa que el conflicto presente en 
la provincia tiene mayor duración (en meses) y es más probable que presente manifestaciones 
públicas formales o informales. 
4.3 Análisis descriptivo y explicativo de la conflictividad 
Como una primera aproximación a la relación entre desarrollo y conflictividad, se realiza un 
análisis descriptivo general de la variable construida (IC), enfocado en: evaluar su relación con 
el IDH, la identificación de las provincias con mayor IC, así como la relación entre el IC y el tipo 
y estado de los conflictos. 
                                                
 
7 La idea de la creación del IC pertenece a Javier Arellano, quien la ha empleado para fines de una investigación -
que se encuentra en proceso de publicación- sobre minería y conflicto social. El nombre original del índice es 
“annual conflict intensity index (ACII), el cual ha sido construido a nivel regional para el período 2005-2008. En 
esta investigación, el índice de conflictividad considera solamente el año 2008 y se construye a nivel provincial. 
Además, el autor emplea al final un paso adicional: divide el índice entre la población de la región y lo multiplica 
por mil. 
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La relación entre conflictividad (IC) y desarrollo (medido a través de diferentes indicadores) se 
explora de manera más apropiada con el análisis explicativo. Asimismo, este análisis permitirá 
verificar la relación entre el IC y el canon ejecutado en las provincias, al controlar por otras 
características de dichas zonas.  
El análisis explicativo cuenta con un modelo que contiene como la variable endógena al “índice 
de conflictividad” (Yi), así como variables explicativas de desarrollo, una variable relacionada al 
canon ejecutado, y variables de control a nivel provincial (representadas por Xi): 
iii uXY += ' β 8. Dado que la variable dependiente (IC) está censurada entre dos posibles 
valores (0 y 1389), el método de estimación adecuado que se emplea es el Tobit10, el cual se 
realiza por Máxima Verosimilitud (MV) y brinda estimadores insesgados y consistentes11.  
En el siguiente cuadro se presenta la definición e información general de las variables 
específicas consideradas en el modelo. La determinación de los signos esperados se sustenta 
en el marco conceptual visto en la segunda sección12. 
Cuadro 1: Descripción de las variables del modelo a estimar 
Variable (abreviatura) Definición de la variable Fuente   Signo espeVariable teór
Variable dependiente       
Índice de conflictividad






Variables independientes      
Esperanza de 
(esperanz) 
Esperanza de vida al nacer (en aPNUD (2005) - 
Desarrollo 
Libertad Soc
                                                
 
8  Donde ui cumple con las propiedades de un ruido blanco. 
9 Número máximo del IC, dados los datos del 2008. 
10 Ver en el Anexo 1 el detalle matemático del método de estimación Tobit. 
11 Dadas las características de la variable dependiente, la estimación del modelo especificado empleando el método 
de Mínimos Cuadrados Ordinarios brindaría estimadores sesgados e inconsistentes. 
12 Para el caso del canon, la revisión de estudios sugiere que existe una relación positiva con los conflictos sociales. 
Sin embargo, dado que el canon debe ejecutarse en obras de infraestructura y desarrollo, es posible que exista una 
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Antes de finalizar esta sección, es importante exponer las limitaciones que afectan a la 
metodología presentada. Primero, la construcción de la base de datos a partir de los reportes 
de la Defensoría del Pueblo (DP) no está exenta de algún error en la clasificación del tipo de 
conflicto. Ello se debe a que entre enero y marzo de 2008 aún no se presentaba en los reportes 
el tipo de conflicto para cada caso (sí se contaba con información sobre el estado del conflicto: 
activo o latente), de modo que la clasificación se realizaba a partir de un análisis del resumen 
presentado en el reporte. Segundo, al trabajar únicamente con los reportes de la DP, se dejan 
de lado los conflictos recogidos por otras fuentes, así como los conflictos que no son 
registrados por esta o por ningún otro medio (es posible que ocurran conflictos y que no sean 
detectados por la DP). Tercero, el IC que se emplea es de carácter más empírico que teórico 
dado que es aún escasa la literatura que brinda aportes para la construcción de un “índice de 
conflictividad”. Finalmente, la información empleada de canon ejecutado en las provincias 
corresponde al año 2006 mientras que el IC corresponde al año 2008. Una mejor relación se 
obtendría al emplear el canon ejecutado del año 2007, ó el canon asignado del año 2007 ó 
200813. 
 
5 Resultados  
La metodología planteada hace posible contar con una medida de conflictividad de las 
provincias -a través del IC- y verificar su relación con variables relacionadas al desarrollo, entre 
otros factores como el canon ejecutado. 
5.1 Caracterización del Índice de conflictividad 
En términos generales, el IC generado se encuentra en un rango de 0 a 138 y tiene un valor 
promedio igual a 20, lo cual equivale a que durante 2008 una provincia  ha tenido durante 5 
                                                
 
13 Fuente: Sistema de Contaduría Nacional (SICON). 
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meses un conflicto activo y uno latente14. Asimismo,  el índice presenta alta variabilidad 
(desviación estándar de 25.68), pero al realizar el análisis considerando rangos de menor a 
mayor intensidad de conflictos, se halla que en los dos rangos superiores del IC la variabilidad 
se incrementa considerablemente, lo que demuestra la presencia de valores extremos 
superiores. 




Obs. Media Desv.St. Mín Máx 
0 78 0.00 0.00 0 0 
De 1 a 18 40 12.18 3.96 3 18 
De 19 a 36 41 28.73 5.50 21 36 
De 37 a más 36 62.44 26.45 37 138 

















Con relación a los mayores valores del IC, estos fueron obtenidos para las siguientes 
provincias: Cajamarca (Cajamarca), Pasco (Pasco), Carabaya (Puno), Lucanas (Ayacucho), 
                                                
 
14 Recuérdese que el IC se compone de sumar los conflictos activos ponderados (multiplicados por un factor igual a 
3) y los conflictos latentes ponderados (multiplicados por un factor igual a 1) para un periodo de 12 meses. 
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Mariscal Nieto (Moquegua) y Lima (Lima)15. A continuación se presentará brevemente una 
reseña de los principales conflictos presentados en las provincias de mayor conflictividad: 
En la provincia de Cajamarca priman los conflictos de tipo socioambiental, especialmente en 
torno a efectos ambientales e incumplimientos de la minera Yanacocha. Entre los casos de 
conflictos presentados se encuentran: el que surgió entre el centro poblado La Ramada y 
Minera Yanacocha por la recuperación de manantiales utilizados por la empresa y requeridos 
para fines de consumo humano y riego; la demanda de la construcción de un nuevo sistema de 
agua en el centro poblado de Huambocancha Baja; y otros conflictos por presuntos 
incumplimientos de acuerdos adoptados por la empresa minera.  
De manera análoga, en Pasco también priman los conflictos socioambientales y la oposición de 
la población a la ampliación de proyectos mineros, por sus efectos sobre las tierras comunales. 
Al respecto se pueden mencionar los casos de la comunidad campesina San Antonio de 
Rancas, la comunidad de Huayllay y la minera Chungar (subsidiaria de Volcán); así como el de 
la población del distrito de Chaupimarca que se opone a la ampliación del tajo abierto de la 
explotación minera de Volcán; y el conflicto laboral entre trabajadores de la mina Huarón 
(distrito de Huayllay) y la empresa ante la demanda de distribución de utilidades para 
trabajadores de planilla y contratados. 
En Carabaya, departamento de Puno, los conflictos giran más entorno a desacuerdos y 
reclamos ante las autoridades (por asuntos de gobierno regional y local): al existir desacuerdos 
sobre la circunscripción territorial entre los distritos de San Gabán y Ayapata por el centro 
poblado de Loromayo; y el conflicto por asuntos de gobierno nacional debido a las demandas 
de las rondas campesinas contra INTERSUR por accidentes ocurridos en el proceso de 
construcción del tramo 4 del Corredor Vial Interoceánico Sur  Perú-Brasil. 
En Lucanas (Ayacucho) se halla variedad en los tipos de conflictos: desde conflictos sobre 
asuntos de gobierno regional (debido a cuestionamientos sobre la transparencia del concurso 
público de docentes), conflicto comunal (entre pobladores de Cora Cora y Chumpi y los de 
Chaviña por el uso y beneficios de las aguas de la represa de Angasccocha); y socioambiental 
(disputa entre la Asociación de Jóvenes Mineros y comuneros de Pichccachurri por una mina 
de óxido de cobre). 
De manera análoga al caso de Lucanas, Mariscal Nieto (Moquegua) presenta variedad en los 
tipos de conflictos: por asuntos de gobierno nacional (reclamo de la distribución equitativa de 
                                                
 
15 En el Anexo 2 se presenta un listado de las provincias con los mayores índices de conflictividad. 
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los recursos del canon minero); conflictos laborales y conflicto socioambiental (por  el uso de 
aguas subterráneas y la desviación del cauce del Río Asana debido a proyecto minero 
Quellaveco). 
Al examinar la importancia relativa de los tipos de conflictos –y el estado de los mismos- en el 
“índice de conflictividad” para todas las provincias, se tiene que los conflictos socioambientales 
activos explican la mayor parte del IC , seguido por los conflictos sobre temas relacionados a la 
autoridad local y los conflictos de tipo laboral (ver gráfico 4). Una menor importancia tienen los 
conflictos relacionados a la autoridad nacional (2%), regional (1.5%) y la categoría de conflictos 
denominada “otros”16. 






























Para concluir con el análisis descriptivo del índice de conflictividad (IC), es relevante evaluar 
inicialmente si existe alguna evidencia estadística preliminar que respalde la relación entre 
menor desarrollo y mayor conflictividad. Como se mencionó en el marco conceptual, una 
manera de instrumentalizar la noción de desarrollo es mediante el Índice de Desarrollo 
Humano17. Es así, que al relacionar gráficamente el IDH y el IC a nivel provincial, no es clara la 
                                                
 
16 Esta categoría incluye los conflictos comunales, por demarcación territorial, cultivos ilegales de coca, electorales, 
entre otros. 
17 Calculado por el Programa de Desarrollo de las Naciones Unidas. 
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relación que existe entre ambas variables. De allí la importancia de desagregar el IDH, y 
emplear indicadores adicionales empleando el marco conceptual del desarrollo humano. 
Justamente la mayor crítica al IDH  es que incluye muy pocas variables relacionadas al 
desarrollo humano y básicamente vinculadas a la educación, ingresos y esperanza de vida.  
Gráfico 5: Índice de conflictividad y el IDH 








































































































































Fuente: PNUD 2005, Censo 2007, Base de datos construida a partir de los reportes mensuales de la 
Defensoría del Pueblo  
Elaboración: propia. 
 
5.2 Descripción general de las variables explicativas del modelo 
Como se presentó en la sección metodológica, se seleccionaron las variables explicativas del 
modelo18 y se determinaron los principales estadísticos descriptivos considerando rangos de la 
variable IC19. 
En algunos casos, los valores promedios contrastados no presentaron diferencias claras, como 
en el caso  de la esperanza de vida, alfabetismo, tenencia de partida de nacimiento o de DNI, 
así como la participación en actividades de comercio. En otros, como el caso de la 
transferencia de canon per cápita, pobreza total y la variable de etnicidad, sí se dieron 
                                                
 
18 Ver en el Anexo 3 el cuadro con los estadísticos descriptivos de la variable para diferentes rangos de la variable 
endógena IC. 
19 Los rangos considerados para la variable IC son: i)  cero, ii) entre 1 y 18, iii) entre 19 y 36, iv) de 37 a más. 
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diferencias, pero estas no permitieron identificar una relación clara con una menor o mayor 
conflictividad.  
Sin embargo, sí resultó más clara la relación entre conflictividad y las siguientes variables: 
aseguramiento en salud (menor tasa de aseguramiento en las provincias con mayor 
conflictividad), acceso a agua por red pública (mayor cobertura en las provincias con mayor 
conflictividad, alumbrado eléctrico en la vivienda (mayor cobertura en las provincias con mayor 
conflictividad, altitud (mayor altitud en las provincias con mayor conflictividad), densidad 
poblacional (mayor densidad en provincias con más conflictividad), número de distritos mineros 
(mayor en las provincias con mayor conflictividad), sierra norte (mayor conflictividad en las 
provincias de la sierra norte), y pobreza rural (menor porcentaje de la población que reside en 
el área rural en las provincias de mayor conflictividad).  
5.3 Resultados de la estimación 
Con el fin de validar la relación entre variables de desarrollo, monto de canon ejecutado, entre 
otras variables, y el índice de conflictividad, se realizó la estimación del modelo presentado en 
la sección metodológica. 
Cuadro 3: Resultados de la estimación 
          
Desarrollo como libertad social Canon
esperanz -1.84 gcan_perc 0.01 ***
(1.37)     (0.00)       
conseguro -74.38 *** Otras variables
(27.92)   pobrural -47.67 *
alfabetis 0.25 (26.43)     
(0.67)     etnico 3.14
aguared 25.40 (16.73)     
(17.74)   altitud `-0.00
alum_ele -61.28 ** (0.00)       
(28.27)   densidad 0.02
(0.02)       
Desarrollo como libertad política distri_m 6.62 ***
con_dni 414.28 ** (1.38)       
(170.77) sierrnor 26.40 **
conpartida -580.70 ** (11.60)     
(249.20) Constant 302.37
(216.11)   
Desarrollo como libertad económica Resultados generales
comercio 144.89 N=195
(91.58)   LR chi2(16) =    66.84
pobreza 80.16 *** Prob>chi2=0.000
(31.65)   Pseudo R2 = 0.0513
Log likelihood= -617.94
 
Notas: El error estándar se presenta entre paréntesis.  
*** Nivel de confianza de 99%, ** Nivel de confianza de 95%, * Nivel de confianza de 90% 
Elaboración: propia. 
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 Como se muestra en el cuadro anterior la mayoría de las variables explicativas resultaron 
significativas y con el signo esperado.  
Desarrollo como libertad social 
Las variables de desarrollo incluidas en el modelo -correspondientes a la teoría del desarrollo 
como libertad social- que resultaron significativas para explicar el “índice de conflictividad” 
fueron el aseguramiento en salud y la cobertura de la red pública de alumbrado eléctrico en la 
vivienda. Ambas resultaron con el signo negativo esperado, es decir, que mejoras en el acceso 
de la población al servicio público de electricidad o a un seguro de salud permiten reducir el 
índice de conflictividad en las provincias. Sorprendió que la variable relacionada a la cobertura 
de red pública de agua potable no haya resultado significativa –mientras que la de electricidad 
sí resultó serlo- a pesar de tratarse de un servicio esencial para la población; sin embargo, una 
explicación tentativa se encuentra en que: i) contar con agua potable no garantiza contar con 
un servicio continuo y de calidad, y ii) las menores dificultades de sustitución que enfrenta el 
servicio de agua potable en comparación al de electricidad20. Estas mayores restricciones en la 
sustitución de la energía eléctrica explican que la población de las provincias enfrente en el 
corto plazo mayores costos de transacción debido a la falta de energía eléctrica que de agua. 
Por tal razón, la falta de acceso a la energía eléctrica afecta en mayor medida el bienestar de la 
población que la falta de acceso a agua, por lo que se tiene mayor predisposición a generar 
conflictos ante dicha situación. 
Además de la cobertura de agua potable, otras variables que no resultaron significativas son la 
esperanza de vida y la tasa de alfabetismo en la provincia. Tal como se vio en el análisis 
descriptivo no había diferencias relevantes en los promedios de dichas variables para 
diferentes categorías de conflictividad.  
Desarrollo como libertad económica 
No resultó significativa la variable de ocupación en actividades de comercio, sin embargo, el 
indicador de pobreza total en la provincia sí resultó significativo.  Además, se obtuvo el signo 
esperado, lo cual indica que a mayor pobreza en la provincia se incrementa el índice de 
conflictividad. Es decir, las mayores restricciones monetarias de la población para acceder a 
bienes y servicios de los mercados conlleva a una mayor conflictividad.  
                                                
 
20 Tal como se menciona en CIUP-ADEPSEP (2005: 5), “a diferencia de la energía eléctrica que carece de sustitutos 
cercanos, la telefonía fija es sustituida por la pública o la móvil y el agua potable es reemplazada por agua 
subterránea o de otra fuente natural”. 
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Desarrollo como libertad política 
Con relación a las variables de desarrollo como libertad política, tanto la tenencia de DNI como 
la de partida de nacimiento resultaron significativas.  No obstante, para la primera variable el 
signo positivo que se obtuvo difiere de lo esperado. Ello puede indicar que el contar con los 
derechos civiles que corresponden por tener DNI, le permiten a la población participar de 
diversos mecanismos para levantar su voz de protesta. En el caso de la tenencia de la partida 
de nacimiento, se obtuvo el signo negativo esperado, de modo que un mayor porcentaje de 
personas que cuentan con partida de nacimiento en la provincia influye en una menor 
conflictividad. 
Canon 
La relación entre las transferencias ejecutadas de canon per cápita  y la conflictividad resultó 
ser positiva –contrario a la hipótesis planteada- es decir, que cuanto mayor es el monto de 
canon que se ejecuta en una provincia (en relación a la población con la que cuenta), mayor es 
la conflictividad. Algunas razones posibles son: i) que existan condiciones asociadas a una 
mayor transferencia de recursos que esté generando otros tipos de problemas percibidos por la 
población, como por ejemplo, un mal uso de los recursos por parte de las autoridades o un uso 
que no responde a sus necesidades (empleo del canon para construcción de estadios y 
plazas); ii) que los conflictos se generen justamente por la distribución de los recursos entre 
provincias y al interior de las mismas21. Al tratarse de monto de canon ejecutado, es de 
esperarse que tenga mayor sentido la primera de las razones presentadas.  
De hecho, Boza (2006) señala que un problema asociado a la ejecución del canon es que la 
ausencia de mecanismos con los que la población cuenta para hacer seguimiento a la 
ejecución permite que subsistan creencias como que el canon se emplea para financiar los 
suelos de los funcionarios públicos. Ello se debe, según Boza (2006: 94), a que “sus 
percepciones sobre la calidad del gasto se limitan a lo que alcanza a ver y a escuchar a su 
alrededor, a lo que comentan someramente lo vecinos o la prensa, e incluso a lo que supone”.  
Otras variables 
Los resultados de la inclusión de características de las provincias fueron variados. Se obtuvo 
como variables no significativas la etnicidad, altitud y densidad poblacional. Sin embargo, la 
ubicación de la provincia en la sierra norte, el número de distritos mineros en la provincia, así 
                                                
 
21 Según Arellano (2008: 28), la actual forma de distribuir los recursos del canon minero genera desigualdad, 
ineficiencia y conflictos en las regiones. 
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como el porcentaje de población que reside en área rural resultaron significativas. Las dos 
primeras variables resultaron positivas, y ambas guardan relación con la minería. Es decir, 
específicamente la sierra norte alude a la región de Cajamarca, la más afectada por los 
conflictos sociales en el año 2008; mientras que el número de distritos mineros permite 
delimitar de cierta forma las zonas donde se desarrolla la minería.  La inclusión de estas 
variables relacionadas a la actividad minera, permiten de cierta forma controlar el hecho que 
cerca de la mitad de los conflictos son de carácter socioambiental. 
Finalmente, se esperaba que un mayor porcentaje de población rural en las provincias influya 
en una mayor conflictividad, pero se obtuvo el resultado contrario, de modo que un mayor 
porcentaje de población que reside en área urbana influye en una mayor conflictividad en la 
provincia. Cabe señalar que este resultado no es concluyente al ser significativo solamente a 
un nivel de confianza de 90%, por lo cual no se puede confiar en el signo obtenido. Sin 
embargo, es importante agregar que si bien un conflicto puede nacer en un centro poblado o 
distrito eminentemente rural, es probable que cuando la movilización afecta a las zonas 
urbanas, el conflicto recién sea percibido y consecuentemente, registrado en los reportes de la 
Defensoría del Pueblo. 
En conclusión, existe evidencia estadística que respalda la relación de determinadas variables 
relacionadas al desarrollo y el canon ejecutado con el índice de conflictividad. Estos resultados 
refuerzan la hipótesis principal planteada sobre el rol del desarrollo. Asimismo, se obtiene que 




6 Conclusiones  
El objetivo central de esta investigación consiste en brindar una primera aproximación empírica 
y desde una perspectiva económica a la relación entre indicadores de desarrollo a nivel 
provincial y el nivel de conflictividad en el Perú para el año 2008. Para dicho fin y considerando 
los reportes de la Defensoría del Pueblo (DP), se construyó un índice de conflictividad a nivel 
provincial para el periodo de enero a diciembre de 2008. Cabe señalar, que una limitación 
importante de este estudio es el haber incluido únicamente los conflictos reportados por la DP. 
Asimismo, se empleó el marco conceptual de desarrollo humano, propuesto por Amartya Sen, 
mediante el cual el desarrollo es entendido como el proceso que permite que las personas 
gocen de una vida saludable, estándares adecuados de vida, libertades civiles y demás 
libertades (las variables vinculadas al desarrollo humano que se identificaron se obtuvieron a 
partir de la información del Censo 2007). Además, se contó con otras fuentes de información, 
entre ellas la del monto de canon ejecutado (información del SICON para el año 2006). 
Los resultados obtenidos del modelo estimado en esta investigación validan la existencia de 
una relación estadística entre mayor desarrollo y menor conflictividad en las provincias del Perú 
para el año 2008.  
De manera más específica, a partir de esta investigación se concluye que: 
Un mayor desarrollo como libertad social, considerado mediante una mayor cobertura de 
aseguramiento en salud y electrificación en las viviendas, se asocia con una menor 
conflictividad. 
En cuanto al desarrollo como libertad económica, mayores niveles de pobreza influyen en un 
mayor índice de conflictividad, es decir, una mayor restricción monetaria de la población para 
acceder a bienes y servicios de los mercados afecta a una mayor conflictividad. 
Existe una relación entre el desarrollo visto como libertad política y el índice de conflictividad 
(IC), pero su efecto no es tan claro: la tenencia de partida de nacimiento reduce la 
conflictividad, pero la tenencia de DNI la incrementa. Se podría decir que el contar con DNI se 
relaciona de alguna manera con el acceso de la población a mecanismos que le permitan 
elevar su voz de protesta. 
Para el año 2008, la sierra norte (Cajamarca) constituyó sinónimo de alta conflictividad, 
especialmente debido a los conflictos en entornos mineros. 
Las provincias con mayores montos de canon per cápita ejecutado presentaron mayor 
conflictividad. A pesar de haber empleado una variable de canon ejecutado rezagada (año 
2006), el resultado pone en evidencia que la población percibe aspectos negativos en la 
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ejecución del canon, posiblemente, relacionado a las expectativas de un mal uso de los 
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Anexo 1: Método de estimación Tobit 
La estimación del modelo presentado se realiza con el método Tobit22. La elección de este 
método se debe a que la variable dependiente del modelo especificado es censurada. De este 
modo, la variable dependiente se encuentra acotada por un límite superior (L2i) y uno inferior 
(L1i), dentro de los cuales la variable dependiente es no censurada y adopta los valores 
posibles dentro del rango. A partir de los límites señalados, las observaciones están 
censuradas y no son directamente observables. Ante esta situación, se define una variable 

































Donde:   +´* iii uxy β=
Es decir, la variable latente yi* comparte la misma función lineal y variables exógenas que la 
variable dependiente Yi  para los valores no censurados de la muestra.  
Para proceder a la estimación del modelo, se establece la función de verosimilitud, que 
contiene información de las observaciones censuradas (cuando Yi = L1i ó Yi = L2i) y no 






























 Donde φ (.) se refiere a la  función de densidad; y Φ (.), a la función de distribución normal. 
Finalmente, la estimación Tobit se realiza por Máxima Verosimilitud (MV), ya que con este 
método se obtienen estimadores insesgados y consistentes a diferencia del estimador de 
mínimos cuadrados ordinarios (Maddala, 1983)23.  
                                                
 
22 Método de estimación  propuesto por James Tobin en 1958. 
23 Maddala, G.S. (1983). Limited-Dependent and Qualitative Variables in Economics, New York: Cambridge 
University Press, pp. 257-291. 
 33
Anexo 2: Provincias con mayor índice de conflictividad, 2008 
 
Región 
Provincias con un índice de confl
entre 19 y 36 
Provincias con un índice de confl
de 37 a más 
Ancash           Bolognesi, Huaraz, Huaylas, Yungay Carhuaz, Huari 
Apurimac         Andahuaylas, Cotabambas Aymaraes 
Arequipa         Arequipa, Caraveli   
Ayacucho         Cangallo, Huanta, Paucar del Sara S Huamanga, Lucanas, Parinacochas
Fajardo 
Cajamarca        Hualgayoc, Santa Cruz Cajabamba, Cajamarca, Chota
Ignacio 
Cusco            Chumbivilcas, Cusco Espinar, La Convención 
Huancavelica     Castrovirreyna Huancavelica, Huaytara 
Huanuco          Puerto Inca Leoncio Prado 
Junin            Chanchamayo, Huancayo, Yauli Chupaca, Satipo 
La Libertad      Pataz Otuzco, Sanchez Carrion 
Lambayeque       Ferreñafe Chiclayo 
Lima             Callao, Cañete, Huaura Huarochiri, Lima, Oyón, Yauyos 
Loreto           Maynas, Requena Datem del Marañon 
Madre de Dios      Tambopata 
Moquegua           Ilo, Mariscal Nieto 
Pasco              Pasco 
Piura            Ayabaca, Huancabamba, Paita, S
Sullana 
Piura 
Puno             El Collao, Huancane, Lampa, Pun
Antonio de Putina, San Román 
Azangaro, Carabaya, Sandia 
San Martin       El Dorado, Mariscal Caceres, Moyob   
Tacna              Candarave, Tacna 
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Nota: Amazonas, Ica, Tumbes y Ucayali no fueron incluidos por no presentar un índice de 
conflictividad de 19 a más 
 35
Anexo 3: Estadísticos descriptivos de las variables explicativas, 2008 
 
Índice de conflictividad: igual a 0 Índice de conflictividad: entre 1 y 18 
Variable 
Obs. Media Desv. Est. Mín. Máx Obs. Media Desv. Est. Mín. Máx 
Esperanza de vida (esperanz), en años 78 68.30 3.77 61.07 75.01 40 67.96 3.71 59.65 74.56 
Aseguramiento en salud (conseguro), en porcentaje 78 0.46 0.12 0.19 0.77 40 0.45 0.10 0.23 0.69 
Alfabetismo (alfabetiz), en porcentaje 78 84.68 8.54 63.42 97.09 40 86.02 7.75 68.27 97.49 
Acceso a agua por red pública (aguared), en porcenta 78 0.45 0.22 0.01 0.82 40 0.48 0.22 0.03 0.85 
Alumbrado eléctrico en la vivienda (alum_ele), en porc 78 0.54 0.19 0.18 0.86 40 0.57 0.20 0.10 0.90 
Documento Nacional de Identidad (con_dni), en porce 78 0.95 0.02 0.86 0.98 40 0.95 0.04 0.80 0.99 
Partida de nacimiento (conpartida), en porcentaje 78 0.99 0.01 0.90 1.00 40 0.98 0.03 0.87 1.00 
Ocupación en actividades de comercio (comerc
porcentaje 78 0.10 0.05 0.03 0.24 40 0.11 0.05 0.03 0.25 
Transferencia de canon per cápita (gcan_perc), en sol 78 124.18 230.27 0.05 1821.20 40 426.02 1504.52 0.00 9532.01 
Etnicidad (etnico), en porcentaje 78 0.29 0.34 0.00 0.92 40 0.32 0.33 0.00 0.91 
Altitud (altitud), en metros sobre el nivel del mar 78 1990.61 1412.24 11.50 3862.00 40 2072.75 1477.36 11.00 4103.50 
Densidad población (densidad), en personas por km2 78 26.63 22.66 0.21 98.99 40 31.70 73.40 0.92 447.91 
Número de distritos mineros (distri_m) 78 0.63 1.12 0.00 5.00 40 0.90 1.46 0.00 5.00 
Sierra norte (sierrnor), donde 1=sierra norte y 0=de otr78 0.06 0.25 0.00 1.00 40 0.10 0.30 0.00 1.00 
Pobreza total (pobreza), en porcentaje 78 0.56 0.22 0.15 0.89 40 0.56 0.21 0.20 0.88 
Población rural (pobrural), en porcentaje 78 0.52 0.24 0.07 0.88 40 0.46 0.23 0.02 0.85 
           
           
Índice de conflictividad: entre 19 y 36 Índice de conflictividad: de 37 a más 
Variable 
Obs. Media Desv. Est. Mín. Máx Obs. Media Desv. Est. Mín. Máx 
Esperanza de vida (esperanz), en años 41 68.15 3.49 62.25 76.50 36 67.99 3.83 60.38 76.01 
Aseguramiento en salud (conseguro), en porcentaje 41 0.41 0.12 0.14 0.73 36 0.43 0.11 0.21 0.67 
Alfabetismo (alfabetiz), en porcentaje 41 85.90 9.11 63.30 98.15 36 85.37 7.72 69.81 97.81 
Acceso a agua por red pública (aguared), en porcenta 41 0.48 0.24 0.03 0.90 36 0.51 0.23 0.02 0.94 
Alumbrado eléctrico en la vivienda (alum_ele), en porc 41 0.57 0.22 0.11 0.94 36 0.59 0.19 0.25 0.95 
Documento Nacional de Identidad (con_dni), en porce 41 0.96 0.03 0.89 0.99 36 0.96 0.03 0.83 0.99 
Partida de nacimiento (conpartida), en porcentaje 41 0.99 0.01 0.95 1.00 36 0.99 0.02 0.86 1.00 
Ocupación en actividades de comercio (comerc
porcentaje 41 0.12 0.07 0.04 0.29 36 0.11 0.07 0.04 0.29 
Transferencia de canon per cápita (gcan_perc), en sol 41 84.32 74.34 0.00 282.42 36 276.16 439.71 0.00 2127.69 
Etnicidad (etnico), en porcentaje 41 0.29 0.33 0.00 0.91 36 0.31 0.30 0.00 0.86 
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Altitud (altitud), en metros sobre el nivel del mar 41 2079.31 1519.40 12.00 4035.00 36 2335.90 1345.12 15.00 4114.00 
Densidad población (densidad), en personas por km2 41 67.89 160.37 1.33 880.98 36 73.75 245.00 1.06 1480.67 
Número de distritos mineros (distri_m) 41 1.93 2.77 0.00 10.00 36 2.17 2.61 0.00 10.00 
Sierra norte (sierrnor), donde 1=sierra norte y 0=de otr41 0.10 0.30 0.00 1.00 36 0.14 0.35 0.00 1.00 
Pobreza total (pobreza), en porcentaje 41 0.54 0.20 0.19 0.86 36 0.57 0.20 0.18 0.85 
Población rural (pobrural), en porcentaje 41 0.44 0.28 0.00 0.89 36 0.46 0.25 0.00 0.84 
Elaboración propia. 
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